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I. Sociedades de Capital: Concepto y Régimen General


 1.  Conceptos generales

1.  ¿Qué es una sociedad de capital?

Una sociedad de capital es aquella sociedad que basa su estructura organizativa en la cifra de capital, y que limita su responsabilidad al patrimonio de la sociedad (excepto en la sociedad comanditaria por acciones, en la que también responde el socio o socios colectivos con su patrimonio personal). La sociedad responde de sus deudas con todo su patrimonio, presente y futuro, pero si no alcanza con él a pagar tales deudas, el acreedor no puede reclamar lo que falte a los socios (excepto en el caso señalado de la sociedad comanditaria por acciones). Dicho de otra forma, el socio sabe que, como mucho, va a perder el dinero que aportó a la sociedad (o que pagó para adquirir las participaciones o acciones de una sociedad ya constituida).

Una sociedad de capital es mercantil en todo caso (art. 3 LSC), aun cuando desarrollara, p.ej., una actividad de tipo civil, o una actividad sin ánimo de lucro. El hecho de tener forma de sociedad de capital (limitada, anónima o comanditaria por acciones) la hace mercantil. El hecho de que sea mercantil hace que se someta al régimen del estatuto de empresario, si bien no es una característica que en la actualidad resulte muy relevante.

2.  ¿Qué es, y qué funciones cumple, el «capital» de una sociedad de este tipo?

El capital es una cifra que figura en los estatutos de la sociedad. Se establece al constituir la sociedad, y puede elevarse o reducirse, pero para ello habrá que modificar los estatutos (véase 283 a 331). Esa cifra se corresponde, al menos, con aportaciones de los socios con valor patrimonial (véase pregunta 56), realizadas al momento de constituirse la sociedad, o de aumentar capital. La cifra de capital resulta de multiplicar el número de participaciones sociales o acciones por el valor nominal de las mismas.

El capital determina la proporción de buena parte de los derechos del socio. Un socio con un diez por ciento del capital, p.ej., tendrá el diez por ciento de los votos, derecho al diez por ciento del dividendo que se reparta, etc. Esto puede cambiar si las participaciones o las acciones son privilegiadas (véase pregunta 73). Algunos derechos, sin embargo, no se tienen en proporción a esa participación (como el derecho de información, o el derecho a impugnar los acuerdos sociales).

El capital, además, constituye una «cifra de retención»: quiere esto decir que al repartir dividendos, la cuantía del patrimonio social no puede ser inferior a la cifra del capital social más la reserva legal. Por lo tanto, la sociedad sólo puede repartir lo que excede del capital, lo que «le sobra» respecto de esa cifra.




Ejemplo: Una sociedad tiene en su contabilidad, en un momento dado, 10.000€ de capital, 1.000€ de reserva legal y 30.000€ de reservas (las reservas constituyen dinero ganado otros años, que se ha ido ahorrando, en vez de repartirlo). Su activo consiste en bienes y derechos que suponen igualmente 41.000€. Esa sociedad, ahora mismo, podría repartir como dividendo hasta 30.000€ (de los 41.000€ de activo, puede disponer pero sin dejar el patrimonio inferior a 11.000€, cifra resultante de la suma de la cifra de capital y del importe de la reserva legal). Supongamos que eleva la cifra de capital en 10.000€ más con cargo a reservas, y pasa por lo tanto a tener como pasivo: capital 20.000€, 1.000€ reserva legal, y 20.000€ de reservas. El patrimonio sigue siendo el mismo. Ahora, esa sociedad podrá repartir como dividendo 20.000€, pues tras el reparto no puede quedarse con un patrimonio inferior a 21.000€ (cifra del nuevo capital, más la reserva legal). Cuanto mayor es la cifra de capital, más dinero debe retener la sociedad como patrimonio cuando realiza reparto de dividendos.



«Capital» y «patrimonio» constituyen conceptos distintos (véase pregunta 32).

3.  ¿Qué es una sociedad de responsabilidad limitada?

Es una sociedad de capital cuyo capital se divide en participaciones sociales, que no son títulos ni se pueden incorporar a títulos, que responde de sus deudas exclusivamente con su patrimonio social. A diferencia de la sociedad anónima, es una sociedad tendencialmente cerrada: las participaciones sociales no pueden ser libremente transmisibles. Existen algunas otras pequeñas diferencias de régimen con la sociedad anónima, pero en general ambas formas son bastante parecidas.

4.  ¿Qué es una sociedad anónima?

Es una sociedad de capital cuyo capital se divide en acciones, que son «valores mobiliarios», que responde de sus deudas exclusivamente con su patrimonio social. A diferencia de la sociedad limitada, es una sociedad tendencialmente abierta: las acciones son, como regla, libremente transmisibles, si bien cabe establecer en estatutos alguna limitación a la transmisión (que no puede hacerlas intransmisibles de hecho). Existen algunas otras pequeñas diferencias de régimen con la sociedad limitada.

5.  ¿Qué es una sociedad comanditaria por acciones?

Es una sociedad cuyo capital se divide en acciones, que son «valores mobiliarios», en la que el administrador o administradores son socios colectivos, y que responde de sus deudas con el patrimonio social y, subsidiariamente (si con aquél no fuese suficiente), con el patrimonio de los administradores. Existen algunas normas especiales en la Ley, pero fuera de ellas se rige por las reglas de la anónima.

6.  ¿Cuál es la forma societaria más común en la economía española?

La forma más común es, con una enorme diferencia, la sociedad limitada; y en segundo lugar, la sociedad anónima. Las sociedades cooperativas serían la tercera forma más numerosa, y se rigen por una Ley diferente y por unos principios estructurales distintos en ciertos aspectos fundamentales. La figura de la sociedad comanditaria por acciones, y la de la sociedad colectiva y comanditaria, resulta excepcional.

Concretamente, en 2017 se constituyeron 94.998 sociedades mercantiles. De ellas, 93.803 fueron limitadas (un 98,74%), 410 SA, y 785 otras formas. De entre estas últimas, se constituyeron 0 sociedades comanditarias por acciones (sólo 2 se crearon en el periodo 2009-2014), 45 colectivas, 12 comanditarias, 197 agrupaciones de interés económico, 4 agrupaciones europeas de interés económico, o 41 UTEs. En cuanto a los capitales de constitución, en las limitadas el capital allegado total fue de 5.063.748.357€ (el 95%), mientras que en las anónimas supuso 223.293.741€ (el 4,19%), y en las demás 35.996.470€. La estadística mercantil puede consultarse, cada año, en www.registradores.org

7.  ¿Existen regímenes especiales de sociedades de capital?

En efecto, existen regímenes especiales. La propia Ley de Sociedades de Capital regula limitadas y anónimas especiales, como la sociedad unipersonal (arts. 12 a 17, véanse preguntas 387 a 391), la «sociedad nueva empresa» (una sociedad limitada especial, arts. 434 a 454 LSC) o la «sociedad cotizada» (una sociedad anónima especial, arts. 495 a 539 LSC). Pero en otras muchas leyes especiales existen figuras específicas, con diferencias respecto del régimen general: así, las «sociedades laborales» (Ley 44/2015, de 14 de octubre, que pueden ser sociedades limitadas o anónimas, véanse preguntas 395 a 397), las «sociedades de inversión colectiva» y las «sociedades gestoras de Instituciones de Inversión Colectiva» (Ley 35/2003, de 4 noviembre, que son anónimas especiales), las «sociedades de capital riesgo» y «sociedades gestoras de entidades de inversión colectiva de tipo cerrado» (Ley 22/2014, de 12 noviembre, también anónimas especiales), o las «sociedades profesionales» (Ley 2/2007, de 15 marzo, que pueden adoptar cualquier forma social, véanse preguntas 398 a 400), entre otras. Además, en el ámbito de las entidades del mercado financiero también son muy comunes las figuras de sociedades anónimas especiales.

2.  Nacionalidad

8.  ¿Qué determina que una sociedad de capital sea española?

Conforme al art. 8 LSC, será española la sociedad de capital que tenga su domicilio en territorio español, cualquiera que sea el lugar de su constitución. Además, al ser española esa entidad, debe constituirse conforme al derecho español (véase pregunta 8. Una sociedad constituida en el extranjero conforme al derecho de ese país, y domiciliada en España, no será española). Por lo tanto, la mayoría de la doctrina concluye que será española la sociedad constituida conforme al derecho español, y con domicilio social en España.

A su vez, necesariamente deben domiciliarse en España las sociedades de capital cuyo principal establecimiento o explotación radique dentro del territorio español (art. 9.2 LSC, véase pregunta 27). Por lo tanto, si el principal establecimiento está en España deberá constituirse con domicilio español y con arreglo a la Ley española. Si, en cambio, tuviera en España una sucursal (véase pregunta 28), sí podría constituirse como sociedad extranjera según la Ley personal del país aplicable

9.  ¿Qué importancia tiene la nacionalidad de la sociedad?

La nacionalidad de la sociedad hace que deba regirse por el Derecho español. La nacionalidad determina la «ley personal» de la entidad. Una sociedad extranjera podrá operar en España cumpliendo una serie de requisitos, pero se rige en cuanto a su válida constitución, a las formas de adoptar los acuerdos, etc. por su ley nacional.

Las sociedades de capital constituidas en la Unión Europea conforme al Derecho de su país podrán operar en nuestro país (principio de libre circulación de personas) (SSTJCE de 5 de noviembre de 2002, Überseering, o de 30 de noviembre de 2003, Inspire Art Ltd.), y tener sucursales en España (véase pregunta 28).

10.  El cambio de domicilio social a otro país, ¿supone una modificación estructural?

El traslado del domicilio social al extranjero supone mucho más que un cambio de sede: constituye un cambio de nacionalidad y de régimen jurídico aplicable. Por eso suele denominarse «transformación transfronteriza», y en España se regula en los arts. 92 a 94 LME. En función de los convenios internacionales que se hayan suscrito con el país del nuevo domicilio, cabría mantener la personalidad jurídica.

Respecto del Espacio Económico Europeo el TJUE ha ido fijando una doctrina muy relevante en varias resoluciones, de las que deba destacar ahora las SSTJUE de 16 de diciembre de 2008 (caso Cartesio), 12 de julio de 2012 (caso Vale) y 25 de octubre de 2017 (caso Polbud), basada en la libertad de circulación de las personas y las empresas. Conforme a la misma, una sociedad constituida en un país de la Unión debe poder trasladar su domicilio a otro país de la Unión, si bien deberá someterse para ello a lo requerido por la legislación de cada uno de esos Estados (esto es, ni el país de origen ni el de destino pueden prohibir o impedir este cambio, y deben regular cómo realizarlo). Además, en el caso Polbud ha establecido que una sociedad (en ese caso, polaca) podía trasladar su domicilio a otro país (en el caso concreto, Luxemburgo) aunque no fuera a realizar actividad alguna en ese país de destino, si el mismo admitía este cambio de domicilio (como era el supuesto). De acuerdo con esto, resultaría lícito realizar cambios de domicilio puramente formales (si el país de destino así lo permite) buscando la aplicación de la normativa de ese país, y manteniendo la personalidad jurídica de la entidad.

3.  Estatutos sociales

3.1.  Concepto y régimen general

11.  ¿Qué son los estatutos sociales? ¿Cómo se controla su legalidad?

Los estatutos son el documento suscrito por todos los fundadores que establece las reglas fundamentales por las que va a regirse la sociedad. Por eso tienen un contenido mínimo, que son ciertas menciones estructurales de la entidad. Se aprueban por unanimidad, si bien se pueden modificar durante la vida de la sociedad, con una mayoría reforzada de socios y un procedimiento especial, recogido en los arts. 285 y ss. LSC (véanse preguntas 274 a 331).

Esas reglas estatutarias son como el «contrato fundacional» de las partes, pero no sólo vincula a los fundadores, sino también a los socios futuros, e incluso tiene efectos frente a terceros (p.ej., al establecer el modo de organizar quién representa a la sociedad, quién la puede vincular con terceros). Del «contrato» nace una «persona jurídica» que se relaciona con terceros, y que además puede ir evolucionando y modificando ese acuerdo inicial. Por eso se realiza un control de legalidad previo (véase párrafo siguiente), y se publica en el registro mercantil. Por eso, también, se establecen algunas reglas imperativas, pero dejando también bastante libertad a la configuración de los socios (véase pregunta 13).

Se incluyen en la escritura de constitución [art. 22.1.d) LSC], y se inscriben en el Registro Mercantil, de forma que cualquier tercero puede conocerlos. Esta escritura e inscripción suponen un control de legalidad de los estatutos, pues el notario no los autorizaría si contuvieran cláusulas ilegales, y de igual forma el registrador denegaría la inscripción en tal supuesto.

12.  ¿Cuál es el contenido mínimo de los estatutos?

El art. 23 LSC establece el contenido mínimo de los estatutos, que son las menciones que se consideran imprescindibles para conocer cómo es la sociedad: denominación, objeto social (a qué se dedica), domicilio, cifra de capital y ciertas precisiones sobre las participaciones o acciones en que se divide; modo de organizar el órgano de administración; y modo de deliberar y adoptar acuerdos los órganos colegiados. A su vez, cada una de estas menciones tiene un régimen preciso en la propia Ley, de modo que el contenido mínimo supone determinar bastantes reglas concretas, y además optar por alguna de las posibilidades de configuración que permite la Ley. Aparte de las menciones recogidas en el art. 23 LSC, hay otras también obligadas en los arts. 24 a 26 LSC, pero en las que la Ley fija una regla en caso de silencio estatutario; por tanto, son también menciones obligatorias, pero que a falta de expresión estatutaria, se fijan por la Ley.

Estas menciones constituyen los datos más relevantes de la sociedad, un «mínimo configurador» de la entidad, y además determinan una especie de «publicidad mínima» de la misma, pues constan inscritas en el Registro mercantil, y publicadas en el BORME. Pueden haber otros acuerdos entre socios, e incluso acuerdos de todos los socios, pero es posible mantenerlos secretos, por la razón que sea (véase lo relativo a los pactos parasociales, preguntas 37 y 38).

13.  Aparte del contenido mínimo, ¿los estatutos pueden recoger otro tipo de cláusulas? ¿Existe libertad de inclusión de cláusulas estatutarias?

El contenido mínimo supone, precisamente, un «mínimo», pero cabe añadir toda una serie de cláusulas de muy diverso tipo, algunas relativas a cuestiones que se regulan en la Ley (p.ej., régimen de restricción en la transmisión de participaciones o de acciones), y otras derivadas de la capacidad creativa de los socios. En muchos aspectos la Ley fija un régimen para el supuesto de que los estatutos no establezcan una regla específica, de forma que prevé esa posibilidad de regulación estatutaria. En otras ocasiones, por el contrario, establece expresamente cláusulas estatutarias que están prohibidas (p.ej., no cabe hacer libre la transmisión de participaciones, art. 108.1 LSC, o son nulas las cláusulas que hagan prácticamente intransmisible la acción, art. 123.2 LSC).

Aparte de estas posibilidades de cláusulas previstas en la Ley, los socios pueden incluir todos los pactos y condiciones que juzguen conveniente, siempre que no se opongan a las leyes y no contradigan los principios configuradores del tipo social elegido (art. 28 LSC). El primer límite lo constituyen las «leyes», lo cual obviamente incluye las normas imperativas. El problema es que, a menudo, una norma establece una regla concreta, y no deja claro si permite un pacto estatutario que establezca otro régimen o no. En la doctrina hay autores que parten de que todo lo no prohibido está permitido, y otros consideran que las reglas legales suponen un modelo implícito que no puede contradecirse, con posturas intermedias. La cuestión no está clara, y la jurisprudencia va fijando criterios al respecto en ciertos ámbitos.




Ejemplos. El art. 243 LSC establece que en el consejo de administración de una sociedad anónima los administradores pueden ser elegidos por el «sistema proporcional». No queda claro si este sistema podría establecerse en estatutos dentro de una sociedad limitada (porque no está prohibido) o si implícitamente está prohibido porque la Ley sólo realiza la previsión para la sociedad anónima. La STS de 6 de marzo de 2009 admitió la validez de esta cláusula dentro de una limitada, véase pregunta 235. Véase la «Casuística» anotada al final de esta pregunta, que recoge criterios de cláusulas válidas o inválidas.



El segundo límite a la libertad de configuración estatutaria lo constituyen los «principios configuradores». Aquí se plantean los mismos problemas que en el límite anterior, no está claro si la Ley admite todo lo no prohibido, o si el conjunto de las normas (imperativas y dispositivas) suponen unos principios configuradores rígidos implícitos en la regulación legal.

Sí existe un amplio consenso acerca de algunos de esos principios configuradores.


	
a)  El carácter tendencialmente abierto de la sociedad anónima (no cabe impedir de hecho la transmisión de acciones, art. 123.2 LSC) y el tendencialmente cerrado de la sociedad limitada (no cabe hacer prácticamente libre la transmisión inter vivos de participaciones sociales, art. 108.1 LSC).

	
b)  El «ánimo de lucro» de la sociedad de capital. Toda la estructura organizativa está configurada en el sentido de que la entidad busca obtener una ganancia y repartirla entre los socios (determinación del resultado, derechos económicos del socio, derecho de separación en caso de no reparto de dividendos del art. 348 bis LSC, etc.). Para realizar actividades sin ánimo de lucro lo adecuado sería acudir a otras formas asociativas (como la asociación de interés general, art. 35.1º CC).






Casuística. En este sentido de no poder incluir en el objeto social como habitual la realización de actos a título gratuito RDGRN de 2 de febrero de 19996; y en la misma línea de limitar la posibilidad de realización de actos a título gratuito STS de 29 de noviembre de 2007 o RDGRN de 11 de abril de 2016 (LA LEY 55988/2016).

Lo que sí resultaría válido es realizar actos gratuitos aislados, RRDGRN de 22 de noviembre de 1991, o 2 de febrero de 1996.




	
c)  La prohibición de la exigencia de unanimidad en las votaciones (recogido expresamente en el art. 200.1 in fine LSC para limitadas, y extensible a las anónimas).

	
d)  La libre amovilidad de los administradores sociales (art. 223 LSC, que no sería excepcionable en estatutos).



Aparte de estas reglas, en el resto de temas la jurisprudencia y la doctrina registral han ido fijando criterios concretos en ciertos supuestos.




Casuística. La RDGRN de 2 de noviembre de 2010 consideró válida la cláusula estatutaria que establecía un «derecho de salida del socio», que aparte de poder transmitir sus participaciones según el régimen estatutaria, tenía derecho a venderlas a la sociedad, que estaba obligada a comprárselas en tal caso por un precio fijado cada dos año a estos efectos por la junta general con base en los beneficios obtenidos y en el valor de los inmuebles. La RDGRN de 20 de mayo de 2016 (LA LEY 58279/2016) determinó la validez de la cláusula conforme a la cual si la sociedad limitada denegaba la autorización para la transmisión de participaciones inter vivos, el socio tendría derecho a separarse.

La RDGRN de 30 de marzo de 1999 confirmó la negativa del registrador a inscribir una cláusula estatutaria que fijaba sanciones para los socios por las más leves faltas que contrajeran en el cumplimiento de sus obligaciones y deberes para con la sociedad.



14.  ¿Cabe reiterar en estatutos reglas que ya están en la Ley?

Sí, es posible reiterar en estatutos reglas que ya están en la Ley, si bien resulta innecesario y, además, en ocasiones puede constituir algo perturbador. Resulta innecesario, porque ya las normas imperativas son vinculantes de por sí, sin necesidad de que las repitan los estatutos; e igualmente las normas dispositivas (las establecidas para el caso de que los estatutos guarden silencio en una materia) ya son regla a falta de cláusula estatutaria en contra. Por lo tanto es innecesario. Pero, además, puede resultar perturbador, pues a veces los estatutos reiteran unas normas, y no otras, creando una cierta confusión acerca de si en realidad quieren excluir aquellas a las que no remiten (p.ej., la RDGRN de 9 de diciembre de 1993 trataba el caso de unos estatutos que reproducían sólo parcialmente ciertos preceptos legales, no dejando claro si excluían la parte no recogida; y la dirección general entendió no inscribibles esas cláusulas que causaban confusión).

Pese a esta falta de necesidad, la DGRN en general admite la validez de la reproducción de reglas legales, o de la remisión a las reglas legales, salvo que con ello se causa oscuridad (como en el caso señalado. Véanse en el sentido señalado RRDGRN de 24 de enero de 1986, 9 de diciembre de 1993, o 20 de abril de 1998). Cuando los estatutos remiten a la Ley en algún aspecto, ha de entenderse que resulta aplicable el texto legal que se halle vigente en cada momento, no el texto legal (ya derogado) que estuviera vigente cuando se firmaron los estatutos (RRDGRN de 4 de julio de 1991, 26 de febrero de 1993, 29 de enero de 1997 o 10 de octubre de 2012).

3.2.  Denominación social

15.  ¿En qué consiste la «denominación social»?

La denominación social es el nombre oficial de la sociedad como tal sociedad, que la identifica y distingue respecto de las demás. Es una mención estatutaria obligatoria, precisamente porque constituye su identidad, y será por lo tanto objeto de publicidad registral. La denominación social es única, sólo cabe fijar en estatutos una denominación (no podría, p.ej., tener dos denominaciones en idiomas distintos). A veces la sociedad utiliza en el tráfico un término distinto a su denominación social, como las siglas o abreviatura de su denominación, o un nombre comercial, pero eso no constituye su denominación social, que es la estatutaria y registrada.

La denominación social es distinta del «nombre comercial» (el nombre con el que la sociedad se da a conocer, o es conocida usualmente, en el tráfico, que tiene su régimen en los arts. 87 a 91 LM), de las posibles marcas de las que sea titular esa sociedad, del dominio de internet que la distinga en la web, etc. Ahora bien, es muy común que una sociedad, una vez que obtenga la seguridad de cuál va a ser su denominación (véase pregunta 19), inscriba ese mismo término como marca para sus productos o como nombre comercial, en la Oficina Española de Patentes y Marcas, reserve un dominio con ese término, etc. De esa forma tendrá la seguridad de que un competidor no use ese vocablo en productos (marcas), dominios de internet, etc., e induzca a confusión.

16.  ¿Qué elementos integran la denominación social?

La denominación social utilizará un término o varios, formados con letras del alfabeto de cualquiera de las lenguas oficiales españolas, y podrá incluir expresiones numéricas, en guarismos árabes o números romanos (art. 399 RRM). En cambio, no puede incluir dibujos u otros elementos figurativos, únicamente palabras.

Además, en la denominación deberá figurar necesariamente la indicación de la forma social: «Sociedad de Responsabilidad Limitada», «Sociedad Limitada», o las abreviaturas «S.R.L.» o «S.L.»; o «Sociedad Anónima» o su abreviatura «S.A.» (art. 6 LSC). A menudo la abreviatura del tipo social se utiliza también en las «siglas» de la sociedad.

17.  ¿Qué términos pueden utilizarse como denominación social?

La denominación social puede ser subjetiva (identidad de una persona) u objetiva o de fantasía. En el primer caso, si la denominación es el nombre de una persona, total o parcial, o su seudónimo, debe constar su consentimiento (y éste se presume prestado cuando tal persona sea socio de la sociedad de capital, art. 401.1 RRM). La denominación debe incluir el nombre y al menos un apellido de la persona (RRDGRN de 14 de marzo de 2000, 14 de mayo de 2007 o 18 de diciembre de 2010). Si se trata de un socio, y luego pierde esa condición, no podrá exigir la supresión de su nombre de la denominación social, a menos que se hubiera reservado expresamente ese derecho (art. 401.2 RRM).




Casuística. La denominación «Giovanna Tornabuoni» no constituye una denominación subjetiva que precise el consentimiento del sujeto (como la consideraba el registrador), porque no es el nombre de una persona, sino de una obra del artista renacentista Domenico Ghirlandaio (RDGRN de 14 de mayo de 2007). La denominación «D-H Lawyers» es subjetiva, siendo D.H. las iniciales de los apellidos de un socio no profesional, sin que el añadido de la expresión «Lawyers» cambie este carácter (RDGRN de 18 de diciembre de 2010).



La denominación objetiva puede hacer referencia a una o varias actividades económicas, o ser de fantasía. Para las primeras, es preciso que la denominación objetiva haga referencia a una actividad que esté incluida en el objeto social, pues en otro caso podría inducirse a confusión (véase más adelante en esta misma pregunta). Si ese objeto social luego se excluye, no podrá inscribirse en el registro mercantil la modificación del objeto sin presentar simultáneamente a inscripción la modificación de la denominación, art. 402.2 RRM.

Existen una serie de prohibiciones, de forma que no se podría utilizar como denominación:


	
a)  Términos o expresiones que resulten contrarios a la ley, al orden público o a las buenas costumbres (art. 404 RRM).

	
b)  Denominaciones oficiales. La denominación no podrá formarse exclusivamente con el nombre de España, sus Comunidades Autónomas, provincias o municipios, ni utilizar el nombre de organismos, departamentos o dependencias de las Administraciones Públicas, ni el de Estados extranjeros u organizaciones internacionales (art. 405.1 RRM). Además, los adjetivos «nacional», «estatal», «autonómico», «provincial» o «municipal» sólo podrán utilizarse si la correspondiente administración ostenta, directa o indirectamente, la mayoría del capital social (art. 405.2 RRM. Véanse RRDGRN de 21 de marzo de 1995, 23 de diciembre de 2004, o 16 de marzo de 2012).

	
c)  Expresión alguna que induzca a error o confusión en el tráfico mercantil sobre la propia identidad de la sociedad o entidad, y sobre la clase o naturaleza de éstas (art. 406 RRM). Los múltiples supuestos pueden agruparse de la forma siguiente. En primer lugar, puede ocurrir que la denominación haga referencia a una actividad que no constituya el objeto social de la entidad, o que esté reservada únicamente a ciertas entidades, y eso induce a confusión.






Casuística. No es inscribible la denominación «Construcciones y Finanzas, Seguros y Reaseguros», para una entidad de seguros que no realiza ninguna actividad de construcción (RDGRN de 4 de diciembre de 1991), ni la denominación «Terra Mítica Holiday» para una entidad en cuyo objeto social no existe referencia alguna a actividades vacacionales ni festivas (RDGRN de 6 de abril de 2002). Acerca de la inclusión de los términos «bufete» o «arquitectos» por sociedades que no incluyen entre su objeto la actividad profesional propia de abogados o arquitectos RRDGRN de 26 de junio de 1995 y 18 de septiembre de 2017, LA LEY 136951/2017 (sobre las sociedades que tienen como objeto social el ejercicio de una profesión, véanse preguntas 398 a 400). No puede permitirse la denominación «Hermanas de la Caridad Madre Abadesa y Beato Patxi» a una sociedad dedicada a la edición de materiales gráficos (RDGRN de 26 de junio de 1997), o la inclusión en la denominación social del término «federación» (ni «Real Federación») junto a otros de evidentes connotaciones deportivas (e-Sports, Deportes Electrónicos) (RRDGRN de 5 de junio y 21 de junio de 2018, LA LEY 65451/2018 y 77382/2018).



Un segundo grupo lo constituyen supuestos de identidad con la denominación de entidades deportivas; o con marcas o nombres comerciales notorios, o marcas o nombres comerciales ya inscritos. Aunque la prohibición de «igualdad» sólo alcanza expresamente a otras denominaciones sociales, el usar denominaciones (no sociales) de entidades deportivas, de marcas o de nombres comerciales, cuando no se tiene relación con ellos, podría inducir a confusión (véase Casuística en la siguiente pregunta).


	
d)  Denominaciones que sean idénticas a alguna de las que figuren incluidas en la Sección de denominaciones del Registro Mercantil Central (véase pregunta 18).

	
e)  Las siglas o denominaciones abreviadas no podrán formar parte de la denominación (art. 398 RRM).






Casuística. No cabe admitir como denominación «Tecnigés Técnica y Gestión Empresarial», pues el primer término es la abreviatura del resto (RDGRN de 1 de diciembre de 1997). En igual sentido de no poder incluir en la denominación las siglas RRDGRN de 15 de noviembre de 1993 (se añadían las siglas «Sopreselda») y de 19 de noviembre de 1993 (se añadían las siglas «Macelsa»).



18.  Concretamente, ¿se puede utilizar como denominación términos coincidentes o similares con denominaciones sociales, marcas, dominios, etc. ya inscritas?

En cuanto al uso de términos iguales a otra denominación social ya inscrita, está prohibido expresamente por el art. 407 RRM. Para determinar si existe identidad se prescindirá de las indicaciones relativas a la forma social o de aquellas otras cuya utilización venga exigida por la Ley (art. 408.3 RRM). La identidad existe no sólo en caso de coincidencia total y absoluta entre denominaciones, sino también cuando se utilizan las mismas palabras en diferente orden, género o número; cuando se usan las mismas palabras con la adición o supresión de términos genéricos o partículas de escasa significación; o cuando se utilizan palabras distintas que tengan la misma expresión o notoria semejanza fonética (art. 408 RRM, con ulteriores precisiones).




Casuística. P.ej., se produce «identidad», desde el punto de vista de la normativa sobre denominaciones sociales, entre: «Novoplaya» y «Nova Playa» respecto de «Novo Centro Playa» (RDGRN de 10 de junio de 1999); «Aficoex» respecto de «Ficoex» (RDGRN de 18 de mayo de 1999); o «Seguros RACC» respecto de «S.A. RACC» y «RAC» (RDGRN de 25 de octubre de 2010). En cambio, no existe identidad entre «Expomeeting» y «Sociedad Estatal para la Exposición Universal de Sevilla EXPO 92» (RDGRN de 19 de febrero de 1991); «Hernández Pérez Hermanos» y «José Hernández Pérez e Hijos» (STS de 21 de octubre de 1994); «Argostalia» y «Argosalia» (RDGRN de 25 de noviembre de 2010); «Financia Pyme Europea» con «Bankpyme» ni «Inverpyme» (RDGRN de 16 de marzo de 2012); y «AYG» y la preexistente «AGE» (RDGRN de 6 de octubre de 2012).

Especial casuismo depara la regla según la cual la identidad persiste cuando se añaden términos «genéricos», los cuales se recogen en la Orden de 30 de diciembre de 1991. Así, p.ej., existe identidad entre «Datamedia España» y «Datamedia» (RDGRN de 10 de febrero de 1994), «Tabacalera española» y «Tabacalera» (RDGRN de 5 de mayo de 2015, LA LEY 65018/2015), o «EDP España» y «EDP» (RDGRN de 27 de octubre de 2015, LA LEY 166598/2015). En cambio no se produce identidad si lo que se añaden son términos que no sean de esos genéricos (SSTS de 4 de junio de 2008, 2 de julio de 2008, o 27 de octubre de 2015, LA LEY 166598/2015).



Cuando se produce parecido (no en el caso de identidad, STS de 2 de julio de 2008), cabría este uso si la solicitud de certificación se realiza a instancia o con autorización de la sociedad afectada por la nueva denominación (véase art. 408.2 RRM, con ulteriores precisiones). La RDGRN de 27 de octubre de 2015 (LA LEY 166598/2015) admite que en los grupos societarios la denominación de las sociedades filiales se componga de la denominación de la sociedad matriz y de otro término diferenciador, con ciertos requisitos.

Cuestión distinta se plantea cuando la identidad de la denominación social que se pretende lograr es con denominaciones no sociales, o marcas, o dominios, u otro tipo de signos o denominaciones. Respecto de denominaciones no sociales (denominaciones de entidades que no son sociedades mercantiles), el art. 407 RRM establece que el notario no autorizará, ni el registrador inscribirá, sociedades o entidades cuya denominación les conste por notoriedad que coincide con la de otra entidad preexistente, sea o no de nacionalidad española (incluye así a cualquier tipo de entidad). Y en cuanto a marcas y otros signos distintivos, no hay una prohibición normativa expresa, pero tanto la jurisprudencia como la doctrina registral han calificado el supuesto como de «confusión», y por lo tanto también prohibido en virtud del art. 406 RRM [véase pregunta 17, apartado c)]. Por otra parte, si realmente se lograra inscribir como denominación una de este tipo, posiblemente la entidad perjudicada (p.ej., la titular de la marca preexistente cuyo mismo término se usa como denominación social) estaría protegida por la Ley de competencia desleal, tanto haya buena como mala fe de quien usa la denominación social confusionista, pudiendo constituir un acto de confusión, o de explotación de la reputación ajena (arts. 6 y 12 LCD). Si, además, la denominación reproduce una marca o nombre comercial inscritos, el titular de éstos tendría a su alcance las acciones defensivas de su derecho de exclusiva (véanse arts. 34, 40 a 45 y 87.3 LM).




Casuística. No cabe inscribir como denominación social términos idénticos a la denominación de entidades deportivas –que no sean sociedades mercantiles, y por lo tanto su «denominación» no se inscriba en el Registro Mercantil– (RRDGRN de 11 de octubre de 1984 –denominación «Hércules Club de Fútbol»– o 2 de enero de 2003 –denominación «Club de Fútbol Ciudad de Albacete»–).

No cabe inscribir como denominación social una idéntica a una marca preexistente y notoriamente conocida (SSTS 16 de julio de 1985, 12 de septiembre de 1985 o 24 de septiembre de 1986. La DGRN en un principio no siguió esta doctrina, pero últimamente lo ha hecho en las Resoluciones de 4 de octubre de 2001 –denominación solicitada «BSCH»–, 24 de febrero de 2004 –denominación solicitada «Volvo España»–, 5 de febrero de 2011 y 5 de mayo de 2015, LA LEY 65018/2015).



19.  ¿Cómo se controla que la denominación cumple los requisitos normativos?

Existen dos controles. En primer lugar, los fundadores deben obtener una «certificación negativa», que expresa que esa denominación que ellos pretenden hacer constar en estatutos no es idéntica a otra denominación social ya inscrita (y que también cumple otras reglas reglamentarias, como que está compuesta de letras del alfabeto, o de expresiones numéricas). Esa certificación la expide el Registro Mercantil Central, que precisamente centraliza el registro de todas las denominaciones. Con esa certificación debe acudirse al notario, que no podría otorgar la escritura de constitución sin la misma (si bien se exige que la certificación no esté expedida hace más de tres meses).




La solicitud de certificación negativa la debe realizar alguno de los fundadores o promotores. Se tramita bien presencialmente, presentando o remitiendo el documento físico de solicitud, bien telemáticamente (a través de la página web http://www.rmc.es/Deno_solicitud.aspx?lang=es) (art. 410 RRM). El trámite también puede realizarlo, por encargo de los fundadores, el notario, y los PAIT legalmente constituidos (véase pregunta 44).

Para facilitar las cosas, la LSC autorizó al Gobierno para regular una Bolsa de Denominaciones Sociales con reserva, regulación que se recoge en el art. 9 RD 421/2015. La Bolsa la genera y mantiene el Registro Mercantil Central, que generará aleatoriamente y mantendrá actualizada una lista de, al menos, 1.500 denominaciones sociales, que podrá ser consultada electrónicamente de forma gratuita. De esta forma, los interesados podrán elegir una de estas denominaciones, y descargarse una certificación electrónica acreditativa de la inexistencia de entidad con idéntica denominación, con igual vigencia que la certificación negativa de denominaciones (véase http://www.rmc.es/BolsaDeno_solicitud.aspx?lang=es).



En segundo lugar, el registrador mercantil también calificará si la denominación cumple los requisitos no sólo de no ser idéntica, sino todos los demás (no confusión, no uso de términos oficiales, etc.). Además, su calificación acerca de la identidad no está vinculada por la previa del Registro Mercantil Central (RRDGRN de 14 de mayo de 1998, 25 de abril de 2000, 7 de mayo de 2005, o 4 de octubre de 2005).

20.  ¿Se puede modificar la denominación social?

La denominación se puede cambiar, pero al tratarse de una mención estatutaria, no es suficiente un acuerdo «ordinario», sino uno de modificación de estatutos, con una regulación especial en los arts. 285 a 290 LSC, y con la mayoría específica de la modificación. Los supuestos de fusión o escisión vienen regulados en el art. 418 RRM.

3.3.  Objeto social

21.  ¿Qué es el «objeto social», y cuál es su importancia?

Cabe entender que el objeto social es la finalidad última que tienen los socios al crear la sociedad, pero a los efectos legales como objeto social se considera al tipo de actividad que va a realizar la sociedad: puede ser una, varias o muchas, incluso heterogéneas, aunque siempre precisas. El objeto social precisa a qué quieren los socios que se dedique la sociedad, y es relevante por varias razones:


	
a)  Si se sustituye o modifica sustancialmente el objeto social, cualquier socio que no votó a favor tendrá derecho a separarse de la sociedad y exigir su cuota de liquidación (art. 346.1.a LSC. Véase pregunta 333).

	
b)  Constituye el límite del ámbito del poder de los administradores, si bien con matices. En efecto, un administrador social no puede obligar a la sociedad en actos que sean claramente extraños al objeto social (p.ej., si la sociedad tiene como actividad un negocio de restaurante, la venta de tal negocio por el administrador –no encaminada a crear otro, sino puramente extintiva–, o la renuncia al arrendamiento del local que usaba la sociedad como arrendataria, no vincula a la sociedad, STS de 6 de julio de 2006, y RDGRN de 25 de abril de 1997). De todas formas esta regla está muy matizada, y sólo no vincularían los actos totalmente ajenos al objeto (véase pregunta 188).

	
c)  En ocasiones, ciertos objetos sociales exigen bien someterse a determinada normativa concreta, bien constituir sociedades especiales (p.ej., entidades que intermedian en los mercados de valores, entidades de crédito, sociedades que desarrollan una profesión que exige titulación universitaria, etc. Véase pregunta 23).

	
d)  Sin embargo, el objeto no constituye un límite de la capacidad de actuación de la sociedad. En otro caso, sería muy difícil determinar qué actos están comprendidos o no dentro del objeto, pues existen muchos actos «neutros» (p.ej., una sociedad que tenga como objeto fabricar viviendas, no sólo puede comprar materiales y elevar viviendas, también puede pedir préstamos para lograr financiación, invertir en bolsa cantidades que tenga disponibles, contribuir a actividades filantrópicas, etc.). Siguiendo el caso expuesto en el párrafo anterior, una sociedad dedicada a la explotación de un restaurante sí podrá acordar en junta general la venta de ese restaurante y la posterior extinción de la sociedad (si lo hiciera el administrador, eso no vincularía a la sociedad; pero si lo acuerda la junta, sí.



El art. 20 de la Ley 14/2013 ha exigido que en los documentos inscribibles y en la primera inscripción de constitución de una entidad en los registros públicos correspondientes, deben expresarse los códigos CNAE correspondientes a las actividades que comprenden el objeto social (acerca del código CNAE véase RD 475/2007. Acerca de esta cuestión, RRDGRN de 4 de abril de 2016, LA LEY 55984/2016, y 9 de octubre de 2018, LA LEY 147476/2018).

22.  ¿El objeto social puede ser genérico, o debe ser muy preciso?

La normativa exige que el objeto social sea siempre preciso: podrá abarcar una actividad única, o muchas distintas, pero siempre determinadas. Si fuera impreciso no tendría virtualidad alguna (se impediría la separación del socio por modificación del objeto, el administrador tendría un ámbito de representación ilimitado, etc.). Esta cuestión ha sido objeto de un enorme desarrollo jurisprudencial y en la doctrina registral.

El art. 117.3 RRM establece que «En ningún caso podrá incluirse como parte del objeto social la realización de cualesquiera otras actividades de lícito comercio ni emplearse expresiones genéricas de análogo significado». Por eso, no cabe incluir cláusulas que fijen un objeto social omnicomprensivo (RDGRN de 1 de diciembre de 1982) o que recoja de manera indeterminada toda actividad industrial, mercantil o industrial (RDGRN de 19 de julio de 1996). Ha de identificarse un tipo de actividad o un sector comercial económico concreto, o varios de ellos.




Casuística. De acuerdo con lo señalado, se ha considerado no inscribible como objeto social: «la compraventa al por mayor y menor de todo tipo de mercaderías, con cuantas operaciones sean preparatorias, auxiliares, accesorias o complementarias de tales actividades» (RDGRN de 1 de septiembre de 1993); «la adquisición, enajenación, intermediación en la compraventa, explotación y arrendamiento de bienes muebles e inmuebles» (RDGRN de 19 de julio de 1996); la «adquisición y enajenación de bienes muebles» (RDGRN de 17 de abril de 1998); la «compra y venta al mayor y detalle [...] respecto de toda clase de artículos de consumo y materias primas» (RDGRN de 25 de octubre de 2004). Igualmente, se considera impreciso como objeto la «promoción y desarrollo de empresas de naturaleza industrial o comercial», por no concretarse un sector o sectores específicos de tales empresas (RDGRN de 25 de febrero de 1999).

Sin embargo, sí cabría inscribir como objeto el «comercio al por mayor y al por menor, distribución comercial, e importación y exportación de toda clase de artículos y productos de lícito comercio…», pues se acota un sector de la realidad económica (RDGRN de 19 de mayo de 2012, en línea con las RRDGRN de 14 y 15 de noviembre de 2011).

También existiría precisión si se recoge una actividad encuadrada en un sector concreto y determinado. Así, la «importación y exportación de mercancías», y la «intermediación en operaciones de compraventa» (RDGRN de 19 de julio de 1996); «la venta al por menor de cualquier tipo de producto» (RDGRN de 18 de noviembre de 1999); la «venta y comercialización, al por mayor y al por menor, de toda clase de artículos y materiales de construcción, y de los relacionados directa o indirectamente con la actividad de la construcción» (RDGRN de 22 de agosto de 1983. Véanse otros ejemplos en RRDGRN de 5 de abril de 1993, 22 de febrero de 1994, 11 de noviembre de 2013, LA LEY 194637/2013, 19 de marzo de 2013, LA LEY 45380/2013, 29 de enero de 2014, LA LEY 5758/2014; o RDGRN de 4 de abril de 2016, LA LEY 55984/2016).



Además, tampoco cabe establecer como objeto una actividad concreta, pero luego añadir expresiones que resulten innecesarias y añadan, por ello, imprecisión. En este sentido, no cabe incluir en el objeto los actos jurídicos necesarios para la realización o desarrollo de las actividades indicadas en él (art. 117.2 RRM), o añadir como complementarias actividades que no tengan que ver con el objeto principal.




Casuística. Aunque sea innecesario, no vuelve impreciso el objeto el añadir, tras una actividad concreta, «En general, la realización de cualesquiera actividades directamente complementarias de las anteriores» (RDGRN de 15 de octubre de 2010. En la misma línea RRDGRN de 17 de junio de 2011 y 6 de febrero de 2017, LA LEY 4359/2017). En cambio, no cabe añadir al objeto la cláusula «cuantas acciones se estimen convenientes en el desarrollo de sus fines», enumerando a continuación una serie de actos de muy diversa naturaleza (RDGRN de 15 de noviembre de 1993).



De forma un tanto contradictoria con toda esta doctrina, el RD 421/2015, que aprueba los estatutos tipo de la sociedad de responsabilidad limitada (véase pregunta 44), permite que la sociedad identifique como objeto social alguna o algunas de las actividades económicas habilitadas por la Orden JUS/1840/2015, de 9 de septiembre; y entre éstas, deberá señalarse una, a efectos de ser considerada como actividad principal. De esta manera se «fomenta» la creación de sociedades con objetos múltiples y relativamente genéricos (sin que señalar una «actividad principal» tenga efecto normativo ni institucional alguno). De hecho, en algún supuesto en que el registrador suspendió la inscripción por considerar que el objeto era ambiguo, la dirección general precisó que reflejar alguno de los objetos recogidos en la Orden JUS/3185/2010 (la que regulaba los estatutos-tipo antes del RD 421/2015) es suficiente para considerar precisado el objeto social, aunque también cabría contener una referencia más concreta a un tipo de productos o servicios que delimiten más específicamente la actividad de que se trate (RRDGRN de 23 de marzo de 2011, relativa a un objeto social consistente en «Construcción, instalaciones y mantenimiento»; 29 de junio de 2011, referida a un objeto social delimitado como «El comercio al por mayor y al por menor» y «Prestación de servicios. Actividades de gestión y administración»; o 2 de febrero de 2012, para un objeto social «Prestación de servicios»).

23.  ¿Qué límites hay en cuanto al contenido del objeto social?

Obviamente, el objeto social, como el objeto de todo negocio (art. 1275 CC) debe ser lícito. Como ejemplos de objeto social que se ha considerado ilícito cabe citar el consistente en la creación de sociedades para luego venderlas («la prestación de servicios de "preparación y constitución de sociedades mercantiles para su venta"», RDGRN de 30 de marzo de 2000), o contemplar como normal y habitual «la realización de actos a título gratuito» [RDGRN de 2 de febrero de 1996, que admite que no habría obstáculo para otorgar determinados actos aislados con carácter de liberalidad, pero sin establecer un objeto social contrario al fin de lucro. Véase pregunta 13, apartado b)].

24.  ¿Existen ciertos objetos que hagan preciso observar una forma societaria específica?

En efecto, en ocasiones el realizar cierta clase de actividades exige constituir algún tipo especial de sociedades. El supuesto más paradigmático es el de las sociedades profesionales: como señala el art. 1 LSP, las sociedades que tengan por objeto social el ejercicio en común de una actividad profesional deberán constituirse como sociedades profesionales. Entendiendo: a) actividad profesional, como aquella para cuyo desempeño se requiere titulación universitaria oficial, o titulación profesional para cuyo ejercicio sea necesario acreditar una titulación universitaria oficial, e inscripción en el correspondiente Colegio profesional; y b) ejercicio en común de una actividad profesional, que los actos propios de la misma sean ejecutados directamente bajo la razón o denominación social y le sean atribuidos a la sociedad los derechos y obligaciones inherentes al ejercicio de la actividad profesional como titular de la relación jurídica establecida con el cliente. No debe ser profesional, en cambio, la llamada «sociedad de medios», esto es, la sociedad que no ejerce ella misma la profesión, sino que realiza otras actividades instrumentales (véase Exposición de Motivos de la LSP). Por eso, en definitiva, si el objeto social hace referencia a aquellas actividades que constituyen el objeto de una profesión titulada, para evitar la aplicación de la LSP se debe declarar expresamente que se trata de una sociedad de medios (STS de 18 de julio de 2012, y, entre otras muchas, RRDGRN de 16 de diciembre de 2016, LA LEY 185796/2016, 2 de marzo de 2017, LA LEY 7576/2017, 22 de noviembre de 2017, LA LEY 172636/2017, o 9 de enero de 2018, LA LEY 313/2018. Véase lo dicho en la pregunta 398).




Casuística. Concretamente, se ha considerado que debe constituirse una sociedad profesional si se va a realizar, como objeto, el asesoramiento técnico-jurídico, contable, fiscal y empresarial (STS de 18 de julio de 2012 y RRDGRN de 17 de octubre de 2016, LA LEY 154496/2016, y 16 de diciembre de 2016, LA LEY 185796/2016); «actividades jurídicas, actividades de contabilidad, teneduría de libros, auditoría y asesoría fiscal, servicios técnicos de arquitectura, de ingeniería, educación, medicina, odontología», y actividades reservadas a los poderes públicos y formuladas en términos genéricos como «asuntos exteriores, defensa, justicia, orden público y seguridad, protección civil y seguridad social obligatoria» (RDGRN de 9 de octubre de 2018, LA LEY 147476/2018); actividades relacionadas con la odontología, cirugía maxilofacial y, en general, la práctica de la medicina de la salud bucal (RDGRN de 2 de julio de 2013, LA LEY 111413/2013); la redacción de proyectos de arquitectura, ingeniería y urbanismo, así como el asesoramiento jurídico (RDGRN de 9 de enero de 2018, LA LEY 313/2018); o «La investigación, formación, asesoramiento, gestión y realización de trabajos profesionales relacionados con el ordenamiento del territorio, el urbanismo, arquitectura y diseño, la redacción de proyectos de investigación, proyectos de inversión y proyectos en general, referidos a dicho ámbito, así como el diseño, gestión, construcción, promoción y compraventa de edificaciones e inmuebles en general. Todo ello tanto como prestación de servicios a terceros como para ejecución por la propia sociedad» (RDGRN de 11 de enero de 2016, LA LEY 767/2016). La consecuencia de ejercer una actividad profesional a través de una sociedad no profesional es que se extiende el régimen de responsabilidad profesional que la propia Ley establece, véanse disp. adic. segunda LSP, y RRDGRN de 28 de enero de 2009 y 5 de abril de 2011.



En segundo lugar, ciertas actividades requieren el constituir sociedades de tipo específico (entidades de crédito, empresas de servicios de inversión, entidades aseguradoras, etc.). En estos casos, si una sociedad, p.ej., va a realizar compraventa de valores negociables, para no constituirse como empresa de servicio de inversión deberá dejar claro en el objeto que no va a realizar ninguna operación reservada a este tipo de empresas (RRDGRN de 8 de enero de 2000, y 21 de enero de 2016, LA LEY 2361/2016. Respecto de la mediación en el ámbito de seguros véase la RDGRN de 20 de junio de 2018, LA LEY 74052/2018).

25.  ¿Cabe crear sociedades filiales o tomar participaciones en entidades con objetos distintos al de la sociedad madre?

Dado que el objeto social no limita la capacidad de obrar de la sociedad, y que además existe una multitud de actos neutros que pueden servir para el correcto desenvolvimiento de la actividad, no está prohibido que una sociedad cree filiales, o participe en entidades, que tengan objetos sociales distintos. Es más, no será válida la cláusula que así lo permita, porque resulta innecesario prever esa posibilidad, y además enturbia y oscurece el significado jurídico del objeto social concreto que se establece (RRDGRN de 22 de julio de 1991 y 10 de septiembre de 1991).

Ciertamente esta posibilidad de participación en sociedades de objeto distinto puede, de hecho, suponer una modificación del objeto social de la entidad, y en tal caso posiblemente cabría defender la posibilidad del socio disidente de separarse [art. 346.1.a), véase pregunta 333]. Este peligro ya lo advirtió la RDGRN de 18 de mayo de 1986, que de hecho admitió que no existe tal modificación si la participación o la cuantía de la inversión es proporcionalmente pequeña, o siempre que se obtengan logros análogos a los fines de la sociedad inversora.

3.4.  Domicilio social

26.  ¿Para qué resulta relevante el domicilio social? ¿Por qué debe fijarse en los estatutos?

El domicilio de la sociedad supone que ésta tiene su sede principal o su centro de organización en ese lugar o local, y resulta relevante para muchos efectos: siendo en España, supone que la sociedad deba constituirse conforme al Derecho español y tenga nacionalidad española (art. 8 LSC); determina el registrador mercantil provincial competente (art. 17.1 RRM), y el juez competente para conocer de la impugnación de los acuerdos sociales (art. 52.1.10 LEC), o para conocer de la solicitud de concurso (art. 10 LC); da lugar a que en esa localidad deba celebrarse la junta general (art. 175 LSC); etc.

Precisamente por ello, la del domicilio social es una mención estatutaria, en garantía de socios y de terceros. Lógicamente, cabe modificar el domicilio social (bien porque se cambie la sede de la empresa; bien porque se elija alguno de los posibles domicilios distinto al inicialmente fijado, véase art. 9 LSC), pero eso supone una modificación estatutaria, con todas las consecuencias (véanse arts. 285 a 294 LSC). Ahora bien, actualmente el art. 285.2 LSC determina que el órgano de administración es el competente para modificar el domicilio dentro del territorio nacional, salvo que en estatutos se conceda esta facultad a la junta general (véase pregunta 276), con lo cual se facilitan mucho las cosas (en detrimento de las garantías de socios y terceros, si bien los administradores responderán de que realmente el cambio de domicilio sea un acto diligente y adecuado para la sociedad). El cambio del domicilio al extranjero supone una operación especial, regulada en los arts. 92 a 103 LME. Véase al respecto lo señalado en la pregunta 10).

27.  ¿Dónde debe fijarse el domicilio social?

El art. 9 LSC permite una elección para fijar el domicilio: el lugar en que se halle el centro de la efectiva administración y dirección de la sociedad; o aquel en que radique su principal establecimiento o explotación. Por eso la entidad que tenga varias «sedes» de igual relevancia tendrá la posibilidad de elegir, pero siempre debe existir una vinculación real o material con ese lugar.

La verdad es que la razón del precepto queda muy desdibujada desde el momento en que, en la práctica, muchas entidades fijan como domicilio una oficina, e incluso a veces una misma oficina es el domicilio de muchas sociedades de un mismo grupo; y que además la doctrina registral ha admitido la validez de las sociedades que ofrecen el servicio de «domiciliación de sociedades», en el sentido de «prestación de servicios complementarios de secretariado, mensajería, comunicaciones y cesión de despachos y sala de reunión, en cuanto implica una actividad consistente en ofrecer a otras sociedades un espacio físico y otras instalaciones materiales y servicios a través de los cuales puedan aquéllas disponer de una sede, que […] pueda constituir su domicilio social» (RDGRN de 30 de marzo de 2000). Además, como se reflejó en la pregunta 10, el propio TJUE ha admitido la validez de modificar el domicilio social a un país de la UE en el que no se tenga una actividad real, si la legislación de ese país así lo admite.

El registrador no tiene posibilidad alguna de comprobar si realmente la sede fijada como domicilio estatutario se corresponde con alguna de las indicaciones recogidas en el precepto. Por lo tanto, en su caso deberían ser los posibles perjudicados por esa falta de correspondencia quienes reclamaran por las vías correspondientes. Si se modifica el domicilio pasando a fijarlo en uno «irreal», que no corresponda con los posibles del art. 9 LSC, el acuerdo sería impugnable por contrario a ley, y los administradores podrían incurrir en responsabilidad por haber propuesto esa modificación. La STS de 27 de marzo de 2001 estimó nulo el acuerdo de no aceptar la propuesta del socio para el cambio del domicilio social, siendo «no real» el que figuraba registralmente.

Por último, si el domicilio estatutario no se corresponde con ninguno de los que serían posibles según el art. 9 LSC, los terceros podrán considerar como domicilio cualquiera de ellos (el estatutario/registral, o el real) (art. 10 LSC). De modo que, p.ej., podría demandar a la sociedad bien ante el juez de su domicilio estatutario o de su domicilio real (si bien en este segundo caso, debería demostrar cuál es ese domicilio real, y cómo el estatutario no se corresponde con ninguno de los del art. 9 LSC).

28.  ¿Qué son las sucursales?

Son «todo establecimiento secundario dotado de representación permanente y de cierta autonomía de gestión, a través del cual se desarrollen, total o parcialmente, las actividades de la sociedad» (art. 295 RRM). Lo que les cualifica, por lo tanto, es una «autonomía de gestión», cierta capacidad de tomar y aplicar decisiones propias (p.ej., la RDGRN de 7 de noviembre de 1998 consideró que un establecimiento que realizaba operaciones accesorias de recogida de información, pero no las operaciones propias del giro y tráfico de la empresa, no constituía una sucursal, y no se podía inscribir como tal). Por eso, al inscribirse (inscripción regulada en los arts. 295 a 308 RRM) hay que hacer constar las actividades que desarrolla, y quiénes son sus representantes (podrían ser distintos de los representantes de la sociedad). La creación, supresión o traslado de sucursales es competencia del órgano administrativo (pues se trata de un acto de gestión ordinaria), si bien en los estatutos cabría fijar que le compete a la junta general (art. 11.2 LSC).

La sucursal no constituye una entidad propia, no es una persona jurídica distinta de la sociedad que la crea. Tiene más sentido en sociedades extranjeras que, para operar en España, abren una sucursal en nuestro país (o para sociedades españolas que quieren operar en otros países, a través de una sucursal según la regulación de ese país). En estos casos, basta que la sociedad extranjera que crea la sucursal esté válidamente constituida según su legislación nacional, y eso es lo que deberá comprobar el registrador mercantil (RRDGRN de 11 de septiembre de 1990 y 29 de febrero de 1992).

3.5.  Capital social

29.  ¿Para qué sirve la cifra del capital, que consta en los estatutos?

Como se señaló en la pregunta 2, el capital es una cifra que figura en los estatutos de la sociedad, y resulta de multiplicar el número de participaciones sociales o acciones por el valor nominal de las mismas. Por ende, esa cifra se corresponde, al menos, con aportaciones de los socios con valor patrimonial (véase pregunta 58), realizadas al momento de constituirse la sociedad, o de aumentar capital. El capital, además, determina la proporción de buena parte de los derechos del socio, y constituye una cifra de retención (véase pregunta 2).

30.  ¿Qué menciones sobre el capital deben constar en los estatutos?

El art. 23.d) LSC exige que en los estatutos conste la cifra de capital, las participaciones o acciones en que se divida, su valor nominal y su numeración correlativa. La exigencia de numeración correlativa de participaciones y acciones tiene la finalidad de identificarlas debidamente, con orden sucesivo que impide tanto que haya participaciones o acciones con igual número, cuanto que entre un número y otro existan algunos no asignados; y puede hacerse con números o con números y letras (RDGRN de 13 de diciembre de 2006). La Ley exige, además, una serie de menciones añadidas, y los arts. 121, 122, 183 y 184 RRM establecen cómo deben hacerse constar estos aspectos para lograr la inscripción registral.




Precisiones. La RDGRN de 18 de abril de 2017 (LA LEY 26580/2017) ha establecido que si se inscribe una determinada cifra de capital, aunque luego se aduzca que ha habido un error, o incluso una incorrecta valoración de los bienes aportados, para disminuirla será preciso reducir capital, con el procedimiento y garantías establecido legalmente, y hacer constar cómo se ha reducido.



La cifra de capital puede variar durante la vida de la sociedad, pero eso supone realizar una modificación de estatutos y seguir todos unos trámites que suponen garantías de los derechos de socios y terceros (véanse preguntas 283 a 331).

31.  ¿Existen unas cifras de capital mínimo para cada forma social? ¿Qué es la «sociedad limitada de formación sucesiva»?

Sí, existen unas cifras de capital mínimo. Aunque, como se ha expuesto, la Ley no garantiza que la cifra de capital se corresponda con lo preciso para realizar la actividad, sí que por exigencias de Derecho comunitario ha fijado que una sociedad de responsabilidad limitada debe tener un capital mínimo de 3.000€, y una sociedad anónima un capital mínimo de 60.000€. Este capital mínimo, entre otras razones, hace que la inmensa mayoría de sociedades de capital de nuestro país sean limitadas (pues para constituir una anónima hace falta aportar bienes o derecho de 60.000€ de valor). Además, algunas entidades especiales (p.ej., entidades de crédito, empresas de servicios financieros, aseguradoras, etc.) tienen unas cifras de capitales mínimos muy superiores (y que, éstas sí, suponen una mayor garantía de que el patrimonio inicial de la sociedad es adecuado para desarrollar su actividad).




Estadística. En 2017, el 59 por ciento de las SRL se constituyó con el capital mínimo legal; un 29 por ciento, con un capital entre 3.000 a 12.000€; un 5 por ciento, con un capital entre 12.000 a 30.000€; y el restante 6% por encima de 30.000€. En cuanto a las SA, el 66 por ciento lo hicieron con el capital mínimo legal; un 13 por ciento con un capital entre 60.000 a 120.000€; un 9 por ciento con un capital entre 120.000 a 300.000€; y sólo un 3 por ciento con un capital por encima de 3.000.000€.



La Ley 14/2013 creó la figura de «Sociedad Limitada de Formación Sucesiva», añadiendo un art. 4 bis a la Ley de sociedades de capital. Se trata de una sociedad limitada que puede constituirse con un capital inferior al mínimo legal, y mientras no alcance ese capital (a través de sucesivas ampliaciones) tiene un régimen especial de responsabilidad limitada pero con restricciones en cuanto a su actuación (léase el precepto). Las cifras «reales» muestran, en estos años, el poco éxito de la figura: únicamente 239 SRL de formación sucesiva constituidas en 2016 y 167 en 2017 (¡frente a las más de 93.000 SRL «normales» constituidas!).

El capital mínimo no sólo debe cumplirse al fundarse la sociedad, sino también durante toda su vida. El art. 5 LSC establece que no se autorizarán escrituras de constitución por una cifra de capital inferior al mínimo, ni tampoco de reducción de capital con ese mismo contenido. La única excepción es que la reducción por debajo del mínimo sea consecuencia del cumplimiento de una ley, y es que sí existen algunos supuestos legales en los que cabría reducir del capital, y dejar la cifra por debajo del mínimo (véanse arts. 84.2, 139.2, 141.2, 145.1, 327, y 358 LSC y 15 LME). En estos supuestos, la sociedad dispone de un año para inscribir en el registro mercantil la transformación o la disolución, o el aumento del capital social hasta una cantidad igual o superior al mínimo legal; si no lo hace, queda disuelta de pleno derecho, y los administradores responderán personal y solidariamente entre sí y con la sociedad de las deudas sociales (véase art. 360.1.b LSC).

32.  La cifra de capital, ¿garantiza una riqueza real o solvencia de la entidad? ¿Cómo se financia una sociedad?

«Capital» y «patrimonio» constituyen conceptos distintos. El «capital» es una cifra que indica un patrimonio que el socio aporta a la entidad al momento de constituirse, o de aumentar capital. Se corresponde con una riqueza inicial real, pero no garantiza que esa riqueza, que ese valor que ingresó en un momento, se mantenga durante la vida de la entidad. El «patrimonio» es el valor económico de los bienes y derechos de la sociedad, deducidas sus deudas, en un momento dado. Expresa la riqueza o recursos económicos reales de la sociedad. En la contabilidad de una sociedad puede consultarse cuál es su capital (figura como primera partida del Pasivo) y cuál es el importe de su patrimonio (será la cifra del Activo).

La Ley, además, no exige que la cifra de capital sea la suficiente para acometer la actividad social (sobre los capitales mínimos, véase pregunta 31). Una sociedad con 10.000 euros de capital, p.ej., puede dedicarse a la construcción de viviendas; siendo evidente que con un patrimonio inicial propio de 10.000 euros no puede materialmente costear la construcción de viviendas. La STS de 12 de junio de 1995 ha recalcado, por ello, que la sociedad podrá realizar operaciones que exceden en su importe del capital, pues puede nutrirse de otras fuentes de financiación; y la RDGRN de 22 de junio de 1993 ha determinado, por ello, que el registrador no podría negarse a inscribir una sociedad por considerar que con ese capital no puede desarrollar su objeto. A esa situación de sociedades que tienen un capital insuficiente para desarrollar su objeto social se le denomina «infracapitalización», y aunque no sea lo mejor, está permitida. Los terceros que se relacionan con la sociedad pueden comprobar si está infracapitalizada, y si pese a ello cuenta con recursos como para pagar posibles nuevas deudas, pues las cuentas anuales son públicas (véanse preguntas 269 y 273).

A menudo, las sociedades no se financian con las aportaciones de los socios al capital, con el valor de los bienes que se aportan por los socios (que son los llamados «recursos propios», porque no hay que «devolverlos» durante la vida de la sociedad), sino con préstamos que obtienen de entidades financieras o de los propios socios (que son «recursos ajenos», porque si bien la sociedad se hace «propietaria» de ese dinero, tiene que devolver su importe, a corto o medio plazo). Si son entidades de crédito o financieras, éstas suelen exigir como garantía de pago la fianza de los socios o de terceros (si el patrimonio real de la sociedad es exiguo). Si quienes prestan son los socios, a menudo éstos prefieren «prestar» dinero a la sociedad que «aportarlo»: porque lo prestado se les devuelve, y además normalmente con un interés; mientras que lo «aportado» (al fundar la sociedad, o al suscribir un aumento de capital) sólo se recupera al fin de la actividad social, y además no garantiza un interés, sino sólo un posible dividendo. Que los socios financien a la sociedad mediante préstamos, en vez de «capitalizarla» adecuadamente (en vez de realizar aportaciones que dimensionen un capital realmente suficiente para acometer la actividad) no está prohibido, ni es fraudulento. Pero, eso sí, en caso de concurso de la entidad, los préstamos de los socios relevantes (de los que tengan una participación en el capital de 10 por ciento o más) se «subordinan»: sólo se pagarán después de satisfacer antes otras muchas deudas de la entidad, y todos los préstamos de personas que no sean socios relevantes (arts. 92.5 y 93.2 LC).

3.6.  Menciones sobre el órgano de administración y los órganos colegiados

33.  ¿Qué menciones deben constar en estatutos acerca de los órganos de administración y colegiados?

La letra e) del art. 23 LSC establece que en los estatutos se harán constar una serie de menciones sobre el órgano administrativo:

	
a)  El modo o modos de organizar la administración de la sociedad. Como se verá (pregunta 185), el órgano administrativo puede adoptar varias formas (un único administrador, varios mancomunados, etc.). Por eso se debe hacer constar cuál se adopta al comienzo (art. 22.2 LSC); y también si la sociedad designa varios sistemas distintos (y entonces puede cambiar a cualquiera de ellos durante la vida societaria, por decisión de la junta y sin necesidad de modificar estatutos, porque ya en estatutos constan esas varias posibilidades).





Precisiones. Está claro que en la sociedad limitada cabe incluir esa cláusula en la que la sociedad determina que su órgano de administración podrá adoptar diversas formas (véanse arts. 22.2 y 210.3 LSC). No lo está tanto que también se pueda incluir en la sociedad anónima. El art. 23.e) LSC antes de ser reformado limitaba esta posibilidad a la sociedad limitada, y se modificó para no realizar una referencia explícita a ninguna forma social. Por eso, parece que este tipo de modalidad sería admisible en ambas formas sociales, y así lo consideramos parte de los autores. Pero es obvio que los arts. 22.2 y 210.3 LSC parecen presuponer que esto sólo cabe en la sociedad limitada.




	
b)  El número de administradores o, al menos, el número máximo y el mínimo. Si se designan varios, conforme al inciso anterior habrá de determinarse si son mancomunados, solidarios, o consejo de administración.

	
c)  El plazo de duración del cargo de administrador (véase art. 221 LSC, y pregunta 198). La duración no es inexorable, pues los administradores son libremente removibles en cualquier momento (art. 223 LSC. Véase pregunta 200).

	
d)  El sistema de retribución de los administradores. Esto constituye una garantía para socios y terceros, pues si bien cabe fijar un sistema relativamente flexible (véanse arts. 217 y ss. LSC, y preguntas 202 a 209), éste siempre debe ser estatutario, no puede quedar al albedrío de la junta.



La letra f) del art. 23 LSC, por su parte, exige que los estatutos recojan el modo de deliberar y adoptar sus acuerdos los órganos colegiados de la sociedad. En realidad, esto no será necesario para la junta general, cuyo modo de deliberar y adoptar acuerdos ya está muy precisado en la Ley; por lo tanto, cabría añadir algunas precisiones, dentro de las posibilidades que fija la Ley, pero también no establecer ninguna mención específica. En cuanto al órgano colegiado de administración, obviamente sólo hay que fijar algo si el órgano de administración adopta la forma de «consejo de administración» (sólo entonces es órgano colegiado, que adopta acuerdos por mayoría). En este supuesto, en la sociedad limitada sí deben constar en estatutos las reglas de actuación (art. 245.1 LSC), pero en la anónima puede haber silencio estatutario, y entonces será el propio consejo el que podrá designar a su presidente, regular su funcionamiento y aceptar la dimisión de sus consejeros (art. 245.2 LSC).

3.7.  Comienzo de las operaciones

34.  ¿Qué reglas pueden fijarse en estatutos acerca del comienzo de las operaciones?

No es preciso hacer constar en estatutos una fecha de comienzo de operaciones, pues entonces la Ley considera que las operaciones darán comienzo en la fecha de otorgamiento de la escritura de constitución (art. 24.1 LSC. Por lo tanto, siempre hay fecha de comienzo, aunque no la fijen los estatutos). Y si los estatutos quieren fijar una fecha de comienzo, podrán hacerlo, pero nunca anterior a la fecha de otorgamiento de la escritura de constitución (art. 24.2 LSC. Se exceptúa en el caso de transformación, obviamente, porque entonces la sociedad ya viene actuando desde antes, y la transformación no modifica su personalidad).

Bajo la redacción anterior de la Ley, que no preveía esta posibilidad de datar las operaciones en la fecha de la escritura, se entendía a menudo que la sociedad no podía iniciar, válidamente, operaciones antes de la inscripción, pues sólo entonces nacía como tal. Pero la realidad demostraba que muchas sociedades actúan antes de la inscripción, para realizar actos preparatorios de la actividad o la misma actividad (aprovechando una oportunidad de negocio). Por eso ahora la Ley permite esta actuación previa a la inscripción. Si la sociedad acaba inscrita, normalmente esos actos previos le vincularán (arts. 36 a 38 LSC); si no acaba inscrita, la sociedad será tratada como irregular (arts. 39 y 40 LSC). Por último, aunque la Ley prohíbe fijar como fecha de comienzo de operaciones una previa al otorgamiento, obviamente los socios podrían realizar actos antes de ese otorgamiento, que en principio serían válidos, y se regirían igualmente por los arts. 36 a 40 LSC en función del supuesto.

Desde la fecha de comienzo de las operaciones, la sociedad estará obligada a depositar las cuentas anuales (si acaba siendo inscrita). Por eso, si el otorgamiento de escritura es en diciembre de 2013, y la fecha estatutaria de comienzo de las operaciones es en la fecha de otorgamiento, deben formularse y depositarse las cuentas de ese año 2013 para luego poder depositar las de 2014 (RDGRN de 20 de abril de 2016, LA LEY 56416/2016). Y una sociedad que otorgó escritura de constitución en 2012, y finalmente se inscribió en 2014, para depositar cuentas de 2014 debe previamente depositar las de los ejercicios 2012 y 2013 (RDGRN de 23 de diciembre de 2015, LA LEY 196283/2015).

3.8.  Duración de la sociedad

35.  ¿Qué reglas pueden fijarse en estatutos acerca de la duración de la sociedad?

La sociedad debe fijar qué duración tiene, y si no se establece nada en estatutos, se entiende que se constituye por tiempo indefinido (art. 25 LSC). De establecer algo en estatutos, podría ser o que es por tiempo indefinido, o una fecha concreta de finalización, o un plazo desde una fecha (la doctrina entiende que no se podría poner, por ejemplo, «cuando se acabe de construir X vivienda», o cláusulas por el estilo, que resultan inconcretas). En caso de fijar una fecha determinada, cabe una prórroga pero con unos requisitos rigurosos (véase art. 360.1.a LSC, y pregunta 348). La inmensa mayoría de sociedades se constituyen por tiempo indefinido, lo cual, obviamente, no significa que se constituyen para toda la eternidad, pues la sociedad puede disolverse en cualquier momento (bien porque concurra una causa de disolución, bien por acuerdo libre de los socios, arts. 362 y 368 LSC).

3.9.  Ejercicio social

36.  ¿Qué reglas pueden fijarse en estatutos acerca del ejercicio social?

La sociedad debe fijar cuándo comienza y termina cada ejercicio social, pues en función de la fecha de inicio parte el cómputo de varios plazos (para formular cuentas anuales, art. 253 LSC, para convocar junta que las apruebe, art. 164 LSC, etc.). En los estatutos puede fijarse el inicio y fin, entendiéndose que deben ser periodos anuales (salvo el primer ejercicio, o el último). Lo más común es fijar el comienzo en 1 de enero y el final en 31 de diciembre, y por eso, además, la Ley establece que si nada se dice en estatutos, se entenderá que el ejercicio termina el 31 de diciembre de cada año (art. 26 LSC).

4.  Pactos parasociales

37.  ¿Los socios pueden realizar pactos «internos» entre ellos, no recogidos en los estatutos sociales?

Sí, los socios pueden realizar pactos entre ellos que no se incorporan a estatutos, bien porque son pactos sólo entre algunos de los socios, bien porque aun siendo de todos los socios, no quieren que consten en estatutos y sean cognoscibles por todos. Aunque en otras épocas se veían con disfavor, hoy se consideran algo totalmente normal y válido, e incluso la Ley prevé su existencia y licitud, si bien aclara que no serán oponibles a la sociedad (art. 29 LSC). La STS de 14 de febrero de 2108 (LA LEY 3109/2018) los caracteriza como aquellos pactos mediante los cuales «los socios pretenden regular, con la fuerza del vínculo obligatorio, aspectos de la relación jurídica societaria sin utilizar los cauces específicamente previstos para ello en la ley y los estatutos».

A menudo estos pactos son «secretos» o «reservados», no se publican ni se dan a conocer, por razones muy diversas (para que los competidores no conozcan su existencia, y que hay un grupo de socios con acuerdos entre ellos, p.ej.). Pero también se pueden publicar, e incluso la Ley prevé la publicidad de ciertos pactos (como los protocolos familiares, RD 171/2007, véase RDGRN de 26 de junio de 2018, LA LEY 77384/2018; o los pactos parasociales en la sociedad cotizada, algunos de los cuales son de obligada publicidad, véanse arts. 530 a 535 LSC). Lo relevante, por lo tanto, no es su carácter secreto, que resulta algo común pero no esencial, sino su carácter extraestatutario. Por eso se les suele denominar «pactos parasociales».

Los pactos parasociales tienen varios límites lógicos: no pueden referirse a los elementos esenciales que deben constar en estatutos (pues éstos deben constar en los estatutos, y estar calificados, registrados y publicados); no pueden ser contrarios al derecho imperativo societario; y resulta más discutible si podrían contradecir los estatutos y, en tal caso, obligar a los firmantes a actuar conforme al pacto (y contra los estatutos. Véase más adelante la casuística reflejada en la pregunta siguiente). El pacto parasocial será modificable según el mecanismo previsto en el propio pacto (y si no hay ninguno, la doctrina suele proponer que la modificación requeriría unanimidad), y vincula a los firmantes, no a posibles sucesivos adquirentes de las participaciones o acciones de las que fueran titulares los firmantes.




Casuística. Uno de los pactos parasociales más comunes es el llamado «sindicato de voto»: varios socios acuerdan entre sí que votarán en un determinado sentido en la junta, o que antes de la junta se reunirán para acordar el sentido del voto de todos ellos. La STS de 5 de mayo de 2016 (LA LEY 43873/2016) se refiere a ellos, admitiendo su validez como contrato asociativo que tiene como finalidad poder influir en las decisiones que se adopten en el seno de la junta general de la sociedad emisora; pero no es oponible a la sociedad, como luego se verá. Los arts. 530 y ss. LSC obligan a que los sindicatos de voto que pueda haber pactados en una sociedad cotizada se publiquen. Véanse otros ejemplos de pactos parasociales reales en la «Casuística» de la siguiente pregunta.

A veces los pactos podrían ser con terceros. P.ej., pactos para que los terceros suscriban ampliaciones futuras de capital (SSTS de 3 de septiembre de 2014, LA LEY 137011/2014, o 3 de noviembre de 2014, LA LEY 155257/201–); o pacto entre vendedor y comprador de acciones, por el que aquél se reservaba el derecho de voto de la mitad de las acciones que vendía, hasta el momento de pago completo del precio (la STS de 23 de octubre de 2012 lo consideró pacto social válido, exigible ante los tribunales).



38.  Los pactos parasociales, pactos internos entre los socios, ¿son oponibles a la sociedad?

Con carácter general, el art. 29 LSC establece que los pactos reservados entre socios no serán oponibles a la sociedad, y la doctrina entiende que se refiere a todos los pactos parasociales, incluso a los «publicados». La razón es clara: los socios sólo están vinculados por las normas legales y los estatutos, y si quieren realizar pactos que no incorporan a estatutos, no pueden pretender que sean oponibles a la sociedad. El problema se plantea en los supuestos, que no son raros, de «pactos sociales omnilaterales», pactos parasociales firmados por todos los socios. Respecto de ellos la doctrina está dividida en los bloques que defienden su oponibilidad o su inoponilidad a la sociedad. El Tribunal Supremo, sin embargo, ha sido constante al afirmar que incluso los pactos sociales omnilaterales no son oponibles a la entidad. Por lo tanto, el incumplimiento de un pacto parasocial podrá generar responsabilidad del incumplidor (tendría que indemnizar al resto, y de hecho en algunos pactos se establecen cláusulas penales para el caso de incumplimiento), pero frente a la sociedad vale el voto, actuación, etc. que realizó el socio (no el que había acordado realizar).




Casuística. En una sociedad existen dos grupos familiares, y en un pacto de todos los socios deciden que los acuerdos del consejo de administración deben adoptarse por el voto de cuatro de los consejeros (el consejo tenía cinco consejeros), lo cual aseguraba que tuvieran que votar a favor consejeros designados por cada uno de los dos grupos familiares (tres habían sido designados por un grupo, y dos por el otro). Ese pacto se incorporó a estatutos; pero en los estatutos constaba, además, que en caso de no llegarse a la mayoría requerida, se realizaría una nueva votación, en la que sería suficiente el voto de tres consejeros a favor. Un acuerdo del consejo, de ratificar los actos realizados por un apoderado, no se adoptó por la mayoría suficiente en la primera reunión, y se realizó una segunda reunión en la que se acordó la ratificación por el voto a favor de los tres consejeros del grupo familiar mayoritario. Dicha ratificación en segunda reunión era contraria al pacto parasocial (incorporado a estatutos) pero acorde a los estatutos (que mantenían la regla de la segunda posible reunión). Los socios del grupo minoritario impugnan ese acuerdo, por contrariar la regla parasocial de ser preciso el voto a favor de cuatro consejeros. Las SSTS de 10 de diciembre de 2008 (LA LEY 189354/2008) y 6 de marzo de 2009 (LA LEY 6917/2009) estudiaron esta impugnación, y consideraron que un acuerdo no se puede impugnar exitosamente por haberse opuesto a un pacto parasocial, sino únicamente por oponerse a ley o a estatutos, o lesionar el interés social en beneficio de uno o varios socios o terceros.

En una sociedad cuyos únicos socios eran el padre y sus dos hijos, el padre transmitió a los hijos la nuda propiedad de sus acciones, reservándose el usufructo, y en la escritura de transmisión, otorgada también por los hijos, se reservaba el derecho de voto al padre usufructuario. En los estatutos no se establecía nada al respecto, por lo que conforme al mandato legal el voto correspondería a los hijos nudo propietarios (art. 127.1 LSC). En una junta general votaron a favor de un acuerdo el padre y uno de sus hijos, que representaban un 57%, frente al otro hijo que representaba un 43%. Este segundo hijo impugnó el acuerdo, alegando que conforme a la regla legal el padre no tenía derecho de voto; y padre e hijo asintiente opusieron la existencia del pacto parasocial. A diferencia del caso anterior, el acuerdo es conforme con el pacto parasocial. La STS de 25 de febrero de 2016 (LA LEY 8633/2016) consideró que la conducta del segundo hermano era contraria a la buena fe, porque había aceptado un pacto a causa del cual obtuvo ventajas, (la adquisición de la nuda propiedad de determinadas acciones y participaciones sociales), y luego sin embargo impugnó un acuerdo que se había adoptado según las reglas aceptadas por él.

El socio único de una sociedad personal, que era además su administrador único, y un tercero, celebran un acuerdo. La STS de 3 de noviembre de 2014 (LA LEY 155257/2014) consideró que si bien el pacto no lo celebró formalmente la sociedad (probablemente, por razones fiscales) le vinculaba; más que considerarlo un pacto parasocial, parece que lo consideró un acuerdo de la sociedad con el tercero.



5.  Página web

39.  Una sociedad de capital, ¿puede, o debe, tener una página web corporativa?

Que una sociedad de capital tenga página web corporativa es algo potestativo, salvo para las sociedades cotizadas (para las cuales es algo obligado, art. 539.2 LSC). La página web corporativa se regula en los arts. 11 bis y 11 ter LSC. No hay que confundirla con la página web comercial que una sociedad puede abrir para dar publicidad o para vender sus productos a través de internet, y que se rige por la Ley 34/2002, de 11 de julio, de servicios de la sociedad de la información y de comercio electrónico.

La utilidad fundamental de una página web corporativa es que, una vez creada y registrada, la junta general puede convocarse mediante anuncio en la web (art. 173.2 LSC), y así se evitan los anuncios del sistema «tradicional». Además, la web puede publicar datos de la sociedad, de interés para socios y para terceros (como ocurre, p.ej., con las web de las cotizadas, que tienen un contenido obligatorio de socios con participaciones relevantes, administradores con cargo vigente, etc.). Salvo que lo establezca la Ley, el realizar el anuncio de algo en la web no exime de tener que realizar las comunicaciones, convocatorias, etc. que puede ordenar la Ley para esa operación.

En la vida societaria real, sin embargo, la creación de estas páginas ofrece números muy reducidos (según la Estadística registral, en 2015 sólo se inscribieron 33 dominios –5 para anónimas, 28 para limitadas–; en 2016, igualmente 33 –con idéntica distribución–; y en 2017, 68 dominios –11 para anónimas, 57 para limitadas–. Téngase en cuenta el número de sociedades que se crean cada año, véase estadística en pregunta 6). Las razones para el poco uso de esta posibilidad legal pueden ser el coste de mantener la página web, con todas las garantías de acceso y de uso que establece la normativa, y las reducidas ventajas que supone su existencia.

40.  ¿Qué órgano puede crear, modificar o suprimir la página web, y qué requisitos de publicidad deben cumplirse?

La existencia de una página web corporativa es relevante para los socios, porque ciertos actos importantes, como la convocatoria de la junta, se realizarán a través de ella. Por eso la Ley encomienda su creación a la junta general (RRDGRN de 9 de febrero y 10 de octubre de 2012), debiendo además figurar expresamente la creación de la web como punto del orden del día de la reunión (art. 11 bis.2 LSC). Hay que entender, obviamente, que también podría recogerse en los estatutos al momento de la fundación de la sociedad (principio de autonomía de la voluntad, art. 28 LSC, véase pregunta 13). En cambio, la modificación, traslado o supresión es competencia del órgano de administración, salvo disposición estatutaria en contrario (RDGRN de 10 de octubre de 2012).

Los acuerdos de creación, modificación, traslado o supresión deben hacerse constar en el registro mercantil, y se publicarán gratuitamente en el BORME. Hasta que tenga lugar la publicación del acuerdo de creación, las inserciones que realice la sociedad en la web no tendrán efectos jurídicos (art. 11 bis.3.4 LSC. Por lo tanto, antes de esa publicación no es válida la convocatoria de la junta a través de la web cuya creación no se ha publicado). El acuerdo de modificación, traslado o supresión, además, se publicará en la propia web que se acuerda modificar, trasladar o suprimir, durante los treinta días siguientes a contar desde la inserción del acuerdo.

41.  ¿Cómo se realizan las publicaciones en la web corporativa?

El art. 11 ter LSC, a cuya lectura remito, es el que regula los aspectos técnicos de las publicaciones en la web. Se establece que la sociedad garantizará su seguridad, la autenticidad de los documentos publicados, y el acceso gratuito a la misma con posibilidad de descarga e impresión de lo insertado en ella. Por lo tanto debe ser una página accesible para cualquiera, y de la que se puedan descargar los documentos. Además, las publicaciones deberá mantenerse el tiempo que exige la Ley (p.ej., la convocatoria de junta debe mantenerse durante un mes, para anónimas, y quince días, para limitadas, art. 176 LSC; y si se interrumpe el acceso a la página por alguna razón, no podrá celebrarse la junta, salvo que los días que sí haya habido acceso ya supongan el mes o quince días).

42.  Aparte de la web corporativa, ¿es posible establecer comunicaciones por medios electrónicos con los socios?

En efecto, cabe que las comunicaciones entre sociedad y socios, incluyendo el envío de documentos, solicitudes e información, se realicen por medios electrónicos, pero para ello debe haber sido aceptado así por el socio (art. 11 quater LSC). Considero que bastaría para ello, p.ej., con una cláusula estatutaria que indicara que las comunicaciones se realizarán por esas vías. De todas formas, y aunque la comunicación electrónica haya sido aceptada por el socio, la doctrina registral ha dictaminado que no podría utilizarse para realizar la convocatoria de junta, si bien será válida una cláusula estatutaria que permita el uso de este medio, pero con garantías de recepción (RRDGRN de 28 de octubre de 2014, LA LEY 156103/2104, o 13 de enero de 2015, LA LEY 4258/2015).

La norma añade que la sociedad habilitará, a través de la propia web corporativa, el correspondiente dispositivo de contacto con la sociedad. No parece una obligación, ni siquiera cuando se tenga web corporativa, sino una posibilidad. Ese dispositivo de contacto normalmente será un correo web, al cual puedan dirigir sus solicitudes los socios (p.ej., de convocatoria de junta, art. 168.1 LSC, o de complemento de junta, art. 172 LSC).







II. Constitución de la Sociedad de Capital


 1.  Trámites de la constitución

43.  ¿Qué trámites deben realizarse para crear una sociedad de capital?

El proceso de creación de una sociedad de capital es ciertamente complejo, porque deben cumplirse una serie de requisitos que aseguren la realidad y seriedad de la voluntad de los fundadores y la legalidad de lo pactado por ellos, pero también por una gran cantidad de trámites burocráticos que tienen finalidades muy distintas (fiscales, laborales, etc.). Siguiendo un orden cronológico de actuación, los trámites son:


	
a)  En primer lugar, lógicamente los socios establecen cuáles van a ser las características de la entidad: objeto social, número de socios, participación de cada uno, etc. Puede que ya redacten los estatutos ellos mismos, o que le pidan al notario que sea él quien lo haga siguiendo como pauta lo que ellos le indiquen. Desde luego, es mejor que los socios redacten los estatutos, con asesoramiento legal si es necesario, para adecuar realmente la sociedad a sus intereses (sociedad cerrada o abierta, posibles prestaciones accesorias, posibles mayorías reforzadas, etc.).

	
b)  Antes de ir al notario, debe solicitarse la reserva de denominación, para asegurar que la denominación no está ya registrada (véase lo dicho en la pregunta 19). Si bien ese trámite también puede encargarse al notario.

	
c)  Los fundadores solicitarán para la sociedad un «número de identificación fiscal», que entre otras cosas es preciso para abrir una cuenta corriente en la que realizar las aportaciones dinerarias (véase pregunta 62). Ese NIF es provisional, y con la inscripción se concede el definitivo. Podrá solicitarse bien mediante la presentación de un acuerdo de voluntades suscrito los socios, o bien aportando la propia escritura de constitución (véase art. 24 RD 1064/2007).

	
d)  Los fundadores acuden al notario, para otorgar la escritura de constitución. De esa forma, el notario comprueba qué manifiestan, la realidad y seriedad de su voluntad, y también la legalidad de lo manifestado en escritura y en estatutos (pues no podría autorizarlos si contienen cláusulas ilegales). El notario, además, comprueba que existe reserva de denominación vigente, y la realidad de las aportaciones dinerarias y no dinerarias (véanse preguntas 62 y 63).

	
e)  La escritura se presenta en Hacienda, para liquidar el impuesto de transmisiones patrimoniales y actos jurídicos documentados (al que están sujetas, pero exentas, desde el 3 de diciembre de 2010).

	
f)  Finalmente, la escritura se presenta ante el registro mercantil, para su inscripción. Desde la inscripción, la sociedad adquiere su personalidad jurídica, y ya ha completado su proceso de creación.

	
g)  La inscripción registral se publica en Boletín oficial del registro mercantil, y esto hace que las menciones registrales sean oponibles a terceros de buena fe (véase art. 21 CCom).

	
h)  Con un alcance no propiamente societario, y antes o después de la inscripción, deben realizarse una serie de trámites con fines diversos: obtener la declaración censal de inicio de actividad y el alta en el impuesto sobre actividades económicas. Y tras la inscripción en el registro, también se solicitará el alta de la sociedad a los efectos de la Seguridad Social para: inscribir al empresario y abrir el código cuenta de cotización, formalizar la cobertura de los accidentes de trabajo y enfermedades profesionales y de la prestación económica por incapacidad temporal por contingencias comunes de los trabajadores de la sociedad, y afiliar y dar de alta –en su caso– a los trabajadores.



Todos estos trámites deben seguirse en el proceso llamado «fundación simultánea», porque todos los fundadores acuden al notario para, simultáneamente, manifestarle su voluntad de constituir la sociedad con esas características concretas. La Ley regula otra forma de constitución, sólo para las sociedades anónimas, que no se ha utilizado casi nunca, que es la «fundación sucesiva» (arts. 41 a 55 LSC).

44.  ¿Cómo y quién puede realizar los trámites de constitución?

Todos estos trámites pueden parecer complejos y engorrosos, pero existen varias formas de facilitarlos. Lo único que los fundadores deben realizar todos, y presencialmente, es acudir ante el notario para otorgar la escritura de constitución (aunque también pueden acudir representados, siguiendo los trámites necesarios, como luego se expone). El resto de trámites pueden realizarlos físicamente, acudiendo a la «ventanilla» correspondiente alguno de ellos, o un gestor. Pero también la mayoría de ellos se pueden realizar telemáticamente.

Pero, además, existen los llamados «Centros de Atención al Emprendedor», creados por la Ley, que pueden realizar todos estos trámites (menos el otorgamiento de escritura) por medios telemáticos. P.ej., los fundadores pueden acudir a la Cámara de comercio de su provincia, que presta ese servicio, y asesora además sobre la creación de la empresa (véase, p.ej., https://www.camara.es/creacion-de-empresas/ventanilla-unica-empresarial-punto-de-atencion-al-emprendedor). Por último, la Ley 14/2013 (que culmina una serie de regulaciones que facilitaban la constitución por medios telemáticos), en sus arts. 15 y 16 (actualmente con una nueva redacción realizada por la Ley 11/2018) permite que las sociedades limitadas utilicen una tramitación telemática de la mayoría de los pasos de creación, utilizado el «documento único electrónico» (DUE) y el sistema de tramitación telemática del «centro de información y red de creación de empresas» (CIRCE). El DUE es un documento que contiene todas las menciones, y que se remite, junto con la escritura de constitución, a las distintas administraciones públicas para que vayan añadiendo los datos identificativos o la realización de los trámites.

El trámite puede hacerse de dos maneras. En primer lugar, pueden seguirse los estatutos tipo que se han aprobado por el RD 421/2015, de 13 de junio (art. 15 Ley 14/2013). Se trata de unos estatutos simplísimos, que admiten una multiplicidad de objetos, pero igualmente no permiten la inclusión de muchas cláusulas que pueden ser muy útiles para las sociedades limitadas. La «rapidez» en la constitución tiene, así, como «precio», que los estatutos son muy básicos (si bien, lógicamente, luego podrían modificarse para incluir todas las cláusulas que puedan ser interesantes). La Orden JUS/1840/2015, de 9 de septiembre, aprueba el modelo de escritura pública en formato estandarizado y campos codificados para las SRL. El trámite es totalmente telemático, y muy rápido (porque, entre otras razones, el registrador mercantil poco tiene que calificar antes unos estatutos tan básicos, y que simplemente rellenan el modelo reglamentario). En segundo lugar, si no se siguen los estatutos tipo la tramitación puede ser telemática o por ventanilla, y es menos rápida (entre otras razones, porque el registrador tiene muchas más cuestiones que calificar). Según la Estadística Registral Mercantil, en 2017 los plazos de tramitación muestran que no hay una diferencia muy grande entre tramitar electrónica o presencialmente: 35,56 días de media en la telemática, frente a 52,23 en la presencial, y siendo lo que más demora la actuación que depende de los administradores (acudir al notario, o presentar la escritura en el registro).

45.  ¿Cómo se otorga la escritura de constitución, y cuál es su contenido?

La escritura se otorga ante notario, no siendo necesario que lo sea de la localidad del domicilio social. Los fundadores comparecerán bien presencialmente, bien mediante apoderado con poder suficiente. Será el notario quien compruebe la identidad de los fundadores, que los posibles representantes están debidamente apoderados por los fundadores representados, y la capacidad de todos ellos. Habrá que aportar también la certificación negativa de denominación (véase pregunta 19), y el notario comprobará la realidad de las aportaciones dinerarias (véase pregunta 62) y los demás requisitos legales. El notario constituye así un primer control de legalidad, pues si considerara que existe algún pacto o cláusula ilegal, debería negarse al otorgamiento.

El contenido mínimo obligado de la escritura de constitución de una sociedad de capital (aparte de este contenido mínimo, los fundadores podrán incluir otros pactos y condiciones, art. 28 LSC) viene fijado en el art. 22 LSC.


	
a)  La identidad del socio/fundador (en la sociedad unipersonal originaria) o socios/fundadores, que serán los otorgantes de la escritura. Esa identidad se hace constar con las menciones que establece el art. 38 RRM.

	
b)  La voluntad de constituir una sociedad de capital, con elección de un tipo social determinado. Se trata de la llamada «voluntad electora de tipo social», de manera que los otorgantes manifiestan su voluntad de constituir una sociedad de capital, y además cuál de las formas de ésta quieren adoptar (algo que, en todo caso, se reflejará luego en otras menciones de la escritura y los estatutos).
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